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                                                   Acción de tutela segunda instancia


                                         Acte.: MIRYAM RIVERA OSORIO


                              Rad.: 2009-00287






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
               SALA DE DICISION CIVIL-FAMILIA
Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Noviembre veinticinco del año dos mil nueve (2009).  

Acta No. 618 de noviembre 25 del 2009 





Expediente 66001-31-03-003-2009-00287-02




Se resuelve la impugnación presentada por la accionante contra la sentencia proferida el 10 de septiembre del presente año por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA dentro de la ACCIÓN DE TUTELA promovida por MIRIAM RIVERA OSORIO en contra del INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL –DEPARTAMENTO DE PENSIONES-.





I. ANTECEDENTES :




La actora en escrito presentado el pasado 26 de agosto manifiesta, que mediante resolución No.5237 de 2008 se le concedió la pensión especial de vejez por su condición de madre trabajadora con hijo inválido, frente a la cual interpuso recurso de reposición que se resolvió con la resolución No.8790 de 2008, confirmando la primera, y dejando en suspenso el pago de la prestación hasta tanto se acreditara el retiro definitivo del Sistema General de Pensiones. Indica además, que cumplió dicho requisito desde el día 15 de mayo de 2009, lo cual fue reportado y radicado con toda la documentación ante el Departamento de Pensiones del ISS, desde el día 18 de mayo de 2009; y desde entonces, ha elevado reiteradas peticiones solicitando su inclusión en nómina de pensionados, teniendo en cuenta la totalidad de las semanas cotizadas hasta esa fecha; sin embargo, no ha obtenido respuesta alguna, con lo que considera vulnerados los derechos adquiridos. 
Pretende la libelista, se ordene su inclusión en la nómina de pensionados, que le sean pagadas las mesadas pensionales a partir de la fecha de retiro definitivo del Sistema General de Pensiones, y que se efectúe la reliquidación de su mesada incluyendo la totalidad de los aportes realizados hasta dicha fecha de acuerdo con el valor del ingreso base de cotización con que se efectuaron los pagos, conforme a la Resolución No.05237 de 2008, conformidad con la No.8790 de 2008. 
Anexó varios documentos entre ellos los que tienen que ver con peticiones elevadas ante la entidad accionada relacionadas con el reconocimiento de la pensión, la inclusión en nómina y la reliquidación de su mesada pensional (Ver fls. 61 a 64 del cuaderno original).





Pide,  entonces, se amparen sus derechos fundamentales de petición y mínimo vital, entre otros, que considera vulnerados.




A la tutela se le dio el trámite legal, y la accionada no dio respuesta alguna, pese a su notificación y traslado del libelo demandatario. Ya admitida la demanda, la actora allegó un nuevo escrito al juzgado en el que solicita se ordene al Seguro Social realizar el incremento correspondiente al 7% sobre la pensión mínima legal, conforme lo dispone el Decreto 758 de 1990; igualmente aportó copia del oficio en el que la demandada se pronuncia sobre la solicitud elevada el 25 de agosto de 2009.




El juzgado de conocimiento decidió de fondo el asunto, tutelando los derechos fundamentales de petición y mínimo vital invocados por la actora, y ordenó al representante legal del INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL DEPARTAMENTO DE PENSIONES, que en un término de 48 horas ordenara la inclusión en la nómina del mes de octubre del presente año y pagar los meses a que tenga derecho desde la fecha de retiro a la señora Miriam Rivera Osorio, en virtud del reconocimiento de pensión que se le hizo. 




Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la accionante (ver folios 84 y 85 del cuaderno de copias), en la que manifiesta su inconformidad con el decidido, al considerar que no hubo pronunciamiento alguno sobre una parte de sus aportes al Sistema General de Pensiones, como tampoco frente al incremento pensional solicitado. 
En esta instancia, se detectaron algunas irregularidades con la notificación del auto que concedió la impugnación, por lo cual, para aplicar los correctivos del caso, se dispuso devolver al juzgado de primera instancia las copias remitidas a esta Sala a fin de desatar la alzada, y para que en su lugar, se enviara el expediente original, que equivocadamente había sido remitido al Honorable Corte Constitucional.

Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes,





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA :





Los derechos fundamentales que la actora estima vulnerados son el de petición, pensión, y seguridad social, entre otros, amparados todos por la Constitución Política Nacional (Arts. 23, 53, y 48).

De acuerdo a la situación fáctica que ha dado lugar a la controversia objeto de la presente acción de tutela, le corresponde a esta Sala establecer, si los derechos invocados por la señora Miriam Rivera Osorio, fueron vulnerados por parte de la entidad accionada al no hacer efectivo el pago de la pensión especial de vejez a la que la accionante tiene derecho, toda vez que la misma, ya fue reconocida por el INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL –DEPARTAMENTO DE PENSIONES mediante resolución No.5237 de 2008, confirmada con la No.8790 de 2008.
El juez a-quo, como ya se dijo, tuteló los derechos fundamentales de petición y mínimo vital de la actora. 




De conformidad con lo señalado en el acápite de antecedentes, le corresponde a esta Corporación determinar si el INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL, Departamento de Pensiones Seccional Risaralda, vulneró el derecho fundamental de petición de la accionante, como quiera que ésta, ha realizado una pluralidad de solicitudes relacionadas con el reconocimiento y pago de la pensión especial de vejez, que en orden cronológico las relacionamos así: i) 28 de junio de 2008, solicitando información sobre el proceso de reconocimiento de pensión; ii) 16 de diciembre de 2008, solicitando inclusión en nómina y reliquidación de la mesada pensional, teniendo en cuenta el pago de los últimos aportes; iii) 18 de mayo de 2009, solicitud de inclusión en nómina, reliquidación con base en los últimos aportes e incremento del 7% a la mesada pensional de que trata el Decreto 758 de 1990,; y iv) 25 de agosto de 2009, inclusión en nómina de pensionados. 

 

La Sala observa, que respecto al punto i), la entidad accionada dio respuesta efectiva a dicha solicitud al proferir la resolución No.5237 de 2008, reconociendo la prestación solicitada, la cual fue confirmada mediante resolución No.8790 de 2008;  no sucede lo mismo en relación con las solicitudes ii), iii) y iv), pues pese a que desde el día 16 de diciembre de 2008, se han elevado reiteradas solicitudes de inclusión en nómina de pensionados, anexando la documentación que acredita el retiro definitivo de la actora del Sistema General de Pensiones, no se ha obtenido de parte de la entidad, respuesta efectiva a tan específica solicitud, pues la señora Rivera Osorio, solo recibió una comunicación de parte de la accionada, luego de que le fuera notificada la presente acción de tutela, informándole sobre la reactivación del expediente y advirtiéndole que la entidad cuenta con un término de cuatro meses para definir la prestación solicitada.

En primer lugar debe señalarse que, como lo ha sostenido reiteradamente la Honorable Corte Constitucional, la Administración tiene la obligación de emitir una respuesta pronta y de fondo sobre los asuntos planteados por los administrados, y ha precisado el alcance del ejercicio y contenido del derecho fundamental de petición. En lo que respecta, a las solicitudes relacionadas con el reconocimiento y pago de la pensión de jubilación, a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001, la Corte Constitucional ha indicado cuáles son los plazos con que cuentan las entidades para dar respuesta tanto a las peticiones, como para realizar el desembolso efectivo cuando a ello hubiera lugar. Para ilustrar más el tema podemos traer a colación apartes de la sentencia T-579A/07, Magistrado Ponente Rodrigo Escobar Gil, que a la letra dice: 
“En relación con este tema  esta Corporación ha señalado que:
i) A la fecha de recibido de la petición, la Administración cuenta con quince (15) días hábiles contados a partir de ese momento para informarle al ciudadano sobre el trámite surtido, en cualquiera de los siguientes eventos:
“a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.” 
ii) A partir de la presentación formal de la solicitud encaminada al reconocimiento, reliquidación o reajuste de las pensiones de jubilación, la Administración debe resolver de fondo, esto es, expedir el correspondiente acto administrativo en un término máximo de cuatro (4) meses.
(iii) Por último, la Administración para adoptar la totalidad de las medidas tendientes al pago efectivo de la pensión de jubilación, en el caso de haberse reconocido el derecho tiene un plazo de seis (6) meses contado desde el momento en el cual se radica la petición respectiva ante la entidad.
Conforme a lo anterior, en ningún caso las entidades encargadas del reconocimiento y pago de las pensiones, o de sus reliquidaciones y reajustes, pueden exceder el término de seis (6) meses para realizar los desembolsos respectivos a quienes se les ha reconocido dicha prestación social.” 
En efecto: se tiene que la actora radicó ante el ISS su solicitud de inclusión en nómina y de reliquidación de las mesadas pensionales, desde el día 16 de diciembre del año 2008
,o sea que han transcurrido más de once meses, sin que se haya producido una respuesta efectiva a tan específica solicitud, la cual debió darse en un término de quince días; visto así, y al tenor de la referida línea jurisprudencial constitucional, tal como lo determinó la  juez a-quo, el derecho fundamental de petición de la señora Miriam Rivera Osorio, ha sido vulnerado, lo que impone la confirmación del fallo de primera instancia, en lo concerniente al derecho fundamental de petición.

Igual suerte se corre respecto de la vulneración del mínimo vital, pues ha sido nutrida la jurisprudencia en el sentido de que, si una persona eleva una solicitud de reconocimiento y pago de su pensión de vejez y por circunstancias que le resultan extrañas no se le define materialmente su situación, además de verse comprometido el derecho de petición se amenaza el ejercicio de su otros derechos como la vida en condiciones dignas, el mínimo vital, la seguridad social, etc. 
Teniendo claro lo anterior, resulta fácil concluir que el ISS tenía la obligación de responder de manera material y efectiva las reiteradas solicitudes de inclusión en nómina y reliquidación de la mesada pensional. Aunque como se ha dicho, con el desconocimiento de la autoridad demandada a este derecho fundamental de petición, también resultan afectados otros derechos de igual o mayor relevancia, de todas formas, procurando la agilización del trámite de las solicitudes en cuestión, a la postre resultan también favorecidos los derechos fundamentales inicialmente mencionados por la parte accionante.
Además, la entidad accionada igualmente ha debido pronunciarse de fondo sobre la solicitud de incremento de la mesada pensional del 7% que reclama la tutelante, inconformidad sobre la cual se sustenta la presente impugnación; como así no lo hizo, no queda otro camino que acceder a la tutela, por cuanto sin duda alguna, la omisión de la entidad demandada, en dar respuesta efectiva y definitiva a la peticionaria, no solo le vulnera el derecho fundamental de petición, sino también  la viene perjudicando ya que ella necesita en forma rápida conocer la posición de dicha entidad respecto al derecho que considera le asiste, lo cual debe hacerse a través de un acto administrativo, para que en caso de ser desfavorable, pueda impugnarlo.

La Sala advierte, que el Juez Constitucional, al amparar el derecho de petición, no hace otra cosa que compeler a la respectiva autoridad, para que se pronuncie sobre una solicitud específica dentro de un plazo razonable, en nuestro caso son cuatro (4) meses, superado ya ampliamente, pues la petición en este sentido se hizo desde el 18 de mayo de 2009
, sin que aún el INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL se haya pronunciado de fondo sobre el particular, dejando en vilo a la demandante sobre la suerte de su petición. Es obvio que el pronunciamiento de la Institución demandada, no va más allá de la respuesta o pronunciamiento sobre la solicitud de incremento del 7% de la mesada pensional, por la actora tener una hija inválida, la cual puede ser concediendo o negando lo reclamado, pero que de todas formas exige la expedición de un acto administrativo susceptible de los recursos ordinarios en caso de no satisfacer las pretensiones de la actora.  

Sobre este aspecto, la Sala no comparte la posición de la juez a quo sobre este punto específico, y por ello se reitera, es procedente el amparo impetrado para proteger el derecho de petición como derecho fundamental transgredido, lo que sí no es viable, es  ordenar que la solicitud sea resuelta favorablemente en los términos planteados por la actora, pues como ya se dijo, el derecho de petición no va más allá de compeler a la autoridad respectiva, para que se pronuncie de fondo sobre la solicitud, lo cual puede hacer en uno u otro sentido según sea del caso; ya el interesado contará con los recursos legales para controvertir lo resuelto en caso de no ser favorables, agotar la vía gubernativa, y es el caso acudir ante jurisdicción ordinaria para se decida sobre el particular. 




Así  las cosas, se confirmará el ordinal primero de la sentencia impugnada, pero por las consideraciones expuestas en esta instancias. También se confirmará el ordinal segundo, y en consecuencia, se ordenará al ISS que en un término improrrogable de cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de la presente decisión, si aun no lo ha hecho, se proceda a incluir en la nómina de pensionados a la señora Miriam Rivera Osorio, y a pagar las mesadas a que tenga derecho, en virtud del reconocimiento de pensión que se le hizo, mediante la resolución No.5237 de 2008, confirmada con la No.8790 de 2008. Se adicionará en el sentido de que, igualmente deberá pronunciarse de fondo sobre la solicitud formulada por la actora, de incremento del 7% de la mesada pensional.  




En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





R E S U E L V E :





1º) SE CONFIRMA el ordinal primero de la sentencia proferida el 10 de septiembre del presente año por el JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por MIRIAM RIVERA OSORIO en contra del INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL –DEPARTAMENTO DE PENSIONES-, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición, pero por las consideraciones expuestas en esta instancia.  
2º) SE CONFIRMA el ordinal segundo de la sentencia impugnada, y se ADICIONA en el sentido de que, en el mismo término, el INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL –DEPARTAMENTO DE PENSIONES-, debe pronunciarse de fondo, en uno u otro sentido, sobre la solicitud de incremento en un 7% de la mesada pensional, al que la actora considera le asiste derecho.




2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o., Dto. 306 de 1992). 





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE :




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo  
  Fernán Camilo Valencia López 
� Ver folio 62 del cuaderno original.


� Ver folio 63 del cuaderno original.
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